STJSL-S.J. – S.D. Nº 163/18.-

--En la Provincia de San Luis, a dieciséis días del mes de agosto de dos mil dieciocho, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “MILONE CLAUDIO - ROBO CALIFICADO - PRIVACIÓN ILEGAL DE LA LIBERTAD- REC. CASACIÓN” – IURIX PEX Nº 74011/10.-

Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. CARLOS ALBERTO COBO, LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.

Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión son:

I) ¿Es formalmente procedente el Recurso de Casación interpuesto?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el Art. 428 del Código Procesal Criminal?

III) En caso afirmativo la cuestión anterior, ¿Cuál es la ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse del caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio?

V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que mediante actuación Nº 7813779, en fecha 8/9/17, el Defensor de Cámara, de los imputados MILONE CLAUDIO y CASTRO AUGUSTO ROBERTO, interpone Recurso de Casación, en contra del auto interlocutorio N° 174 de fecha 7/9/17, por el que la Excma. Cámara Penal Nº1 de la Segunda Circunscripción Judicial resuelve: 1) No hacer lugar a la prescripción de la acción planteada. 2) No hacer lugar a lo solicitado subsidiariamente en referencia a la declaración de extinción de la acción penal por insubsistencia.
2) Que en actuación Nº 8812916, de fecha 14/03/18, dictamina el Sr. Procurador General, quien se pronuncia por la improcedencia de la vía intentada, y por ello el rechazo formal y sustancial del recurso planteado, por los fundamentos que expone, al que nos remitimos en honor a la brevedad.

3) Que corresponde en primer término, efectuar el pertinente análisis a los fines de determinar si se ha dado cumplimiento a los requisitos establecidos por la normativa vigente en punto a la admisibilidad del recurso en cuestión.

De la lectura del mismo surge que el Recurso de Casación se interpone en fecha 8/9/17, y funda en fecha 25/9/17, habiendo sido notificado mediante actuación Nº 1274071, en fecha 8/9/17, es decir que ha sido interpuesto y fundado conforme lo prescripto por el art. 430 del C.P.Crim., el cual establece que el Recurso de Casación: “Deberá interponerse ante la Cámara de apelaciones de cuya resolución o sentencia se recurre, dentro del tercer día de notificada esta, constituyendo domicilio por ante el Superior Tribunal de Justicia, y deberá fundarse dentro de los diez días de dicha notificación”.
Continuando con el cumplimiento de los requisitos formales para la procedencia de esta via excepcionalísima, se advierte que no se cumple con la exigencia prevista en el art. 426 del C.P.Crim., que establece como requisito insoslayable de procedencia de la vía de excepción intentada que: “El recurso procederá contra sentencias o resoluciones definitivas de las Cámaras de Apelaciones”.
Que, coincido con el dictamen del Sr. Procurador General, y en consecuencia corresponde rechazar por improcedente el presente recurso, puesto que el mismo no se dirige contra una decisión definitiva, ni se equipara a la misma, pues el auto interlocutorio Nº 174, de fecha 7/9/17 dictado por la Excma. Cámara Penal N° 1 de la Segunda Circunscripción Judicial, resuelve hacer no lugar al planteo de prescripción de la acción penal debiendo continuar la causa según su estado.
Al respecto la jurisprudencia tiene dicho que: “Las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso criminal no reúnen, por regla, la calidad de sentencia definitiva” (Cfr. Cacciatore, Osvaldo Andrés s. Administración fraudulenta - Incidente de nulidad de la acusación fiscal- CSJN; 26-jun-1991; Base de Datos de Jurisprudencia de la CSJN; RC J 2415/15).
Que por otra parte, este Alto Cuerpo, ya se ha expedido al respecto, pronunciándose por el rechazo del recurso intentado, por no existir sentencia definitiva, sino que se trata de un auto interlocutorio que no pone fin a la causa. (STJSL-S.J. Nº 406/11.- “RECURSO DE INSCONSTITUCIONALIDAD EN AUTOS: ARGUELLO VÍCTOR HUGO – ABUSO SEXUAL GRAVEMENTE ULTRAJANTE (EXPTE. N° 75-R-12-08) – RECURSO DE QUEJA”, del 11/08/11).

Finalmente, este Tribunal ha sostenido que: “...en materia criminal como la que se trata, solo produce sentencia definitiva o resuelve cuestión constitucional el auto de sobreseimiento y la sentencia definitiva y auto fundado que dispone no instruir sumario por inexistencia del delito o causal impeditiva o extintiva de la acción penal” (S.T.J.S.L.: "ASTUDILLO ALEJANDRO y OTROS s/ ROBO, ROBO CALIFICADO y AMENAZAS – APELA PRISIÓN PREVENTIVA - RECURSO DE QUEJA", 10-11-2005, y muchos otros).

Que en autos, el presente recurso no está dirigido en contra de una sentencia definitiva, ni se equipara a la misma, entendiéndose por sentencia definitiva la que dirime la controversia poniendo fin al pleito haciendo imposible la prosecución y conceder el mismo sería ordinarizar la casación, desvirtuando con ello su carácter excepcional.

No debe olvidarse que tratándose el presente de un recurso de carácter excepcional, debe extremarse el concepto de sentencia definitiva. Así, este Superior Tribunal ha venido sosteniendo que: “... para la procedencia del recurso en cuestión es necesario que la decisión cuestionada sea una sentencia definitiva es decir, la que dirime el fondo del pleito, la que declara la voluntad de la ley, terminando la controversia sin que sea posible renovarla y que, de quedar firme, producirá cosa juzgada” (Cfr. STJSL “AMAYA ARNALDO ZACARIAS y OTROS c/ S.E.S.L.E.P. y/o GOB. DE LA PCIA. DE SAN LUIS – DILIGENCIA PRELIMINAR – RECURSO DE CASACIÓN” 17-11-2005; “BECHER DAUCAN y OTRA c/ RANQUEL GAS S.R.L. – EJECUCIÓN HIPOTECARIA - RECURSO DE CASACIÓN”, 7/12/2005, entre otros).

De esta manera, la falta de definitividad del decisorio atacado resulta determinante a los efectos del rechazo del Recurso de Casación interpuesto en autos (art. 430 y 426 del C.P.Crim.).

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.-
La Señora Ministro, Dra. LILIA ANA NOVILLO, comparte lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y vota en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.
A ESTA PRIMERA CUESTIÓN, la Dra. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, dijo: 
Que respecto del recurso de casación interpuesto por el Defensor Oficial de los imputados Sres. Roberto Casto y Claudio Milone, considero que el rechazo del recurso debe fundarse en diferentes razones a las expresadas por los Sres. Ministros preopinantes, las que a continuación expondré: 

Manifiesta el recurrente que el recurso interpuesto es formalmente procedente toda vez que se dirige contra una resolución que no hace lugar al pedido de extinción de la acción por insubsistencia de la acción penal; que se está ante un supuesto de sentencia asimilable a definitiva en tanto se trata de una resolución que se pronuncia sobre asuntos que importan la extinción del proceso, disponiendo la continuación, manteniendo a mis pupilos sujetos al proceso luego de más de diez años, lo que no es susceptible de reparación ulterior.
Bajo el punto III.-Motivos del recurso, expresa que se promueve la casación con sustento en los motivos previstos en el art. 428, inciso b) del Código Procesal Penal. Con relación a dicha causal –vicio in iudicando- , señala que el Tribunal ha incurrido en una errónea interpretación de la garantía de razonable duración del proceso penal, en particular, de los artículos 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 25 de la Declaración Americana de Derechos Humanos y 59, inc. 3° del C.P., lo que habilita la instancia casatoria.-

Alega que el Tribunal no realizó una aplicación automática de la garantía en cuestión, obviando considerar las circunstancias de la causa que determinaron la duración del proceso, no reparando pues, en el análisis de los diferentes elementos a merituar para determinar si el proceso se extendió más allá de toda medida de razonabilidad.

Luego de hacer una referencia a los antecedentes de la causa, manifiesta que el Tribunal resolvió no hacer lugar a la prescripción por insubsistencia de la acción penal, tomando como suyos los fundamentos del Ministerio Fiscal y que tal decisión es atendible, atento que el plazo requerido para que opere la prescripción de los delitos endilgados a sus defendidos no se encontrarían aun prescritos, pero no es menos cierto que pretender encaminarse hacia la realización del plenario en esta causa, con sus particulares ribetes, resulta al menos discutible y hasta encontrado con cualquier sentimiento de justicia que debe motivar la intervención y actuación de los órganos competentes.

Expresa al respecto que el hecho generador es de fecha 17 de abril del año 2007, esto es, de diez (10) años atrás, y la causa, sin observarse ninguna particularidad procesal salvo la de estar inactiva por varios períodos sin justificación alguna, recién se le fija fecha de juicio en julio para el mes de septiembre del corriente, del día 11 al 15 de septiembre, el cual fue suspendido atento el planteo de prescripción realizado por la defensa. 

Alega que, cotejando con las constancias de la causa, se advierte que atento a las circunstancias del hecho y la calidad del material probatorio recolectado, no estamos frente a un enrevesado proceso penal; tampoco se observan maniobras dilatorias o de entorpecimiento concretadas por los imputados o sus defensores, sino todo lo contrario.

Destaca que la Corte Suprema de Justicia ha dicho en sus fundamentos: “…que para que se configure la doctrina de la Insubsistencia de la Acción de creación pretoriana de la Alta Corte, debe tratarse de dilaciones groseras toda vez que en su aplicación debe mediar un criterio restrictivo y excepcional.” (Fallos “Mattei” (29/11/68), “Oliva Gerli”, 19/10/10) y Fallos: 300:1102, en el que se citaron las sentencias de ese tribunal del 12 de mayo y del 7 de julio de 1977 in re “Pileckas, Ernesto A.” y “Klosowsky, Víctor y otros”, respectivamente).

Agrega, que al analizarse el presente caso, surge claramente la dilación grosera a la que hace alusión el Tribunal, la cual es evidente, ya que desde la ocurrencia del hecho, aproximadamente en fecha 17 de abril de 2007, hasta el año en curso, septiembre 2017, han transcurrido más de diez años. Es decir que sus defendidos llevan ese lapso sometidos a un proceso penal que aún no ha concluido y por tanto, no han recibido todavía un pronunciamiento judicial firme que haya puesto fin a la situación de incertidumbre que ello importa.

Manifiesta que la omisión del Tribunal de realizar una valoración detallada de todo el proceso en faz de considerar el planteo realizado, convierte en arbitraria la decisión recurrida, ya que la valoración que realiza, es incompleta y poco fundada. Formula reserva de recurso extraordinario federal. 

2) Corrido el traslado de ley por decreto de fecha 27/09/17, por actuación Nº 8122239, en fecha 06/11/17, contesta vista el Sr. Fiscal de Cámara, expresando que comparte los fundamentos de la Sentencia, entendiendo que la misma es ajustada a derecho. Por otra parte, y teniendo presentes los argumentos vertidos por la defensa, considera que la aplicación del instituto en análisis debe ser de carácter restrictivo y excepcional.

3) Que de las constancias del sistema IURIX surge que por actuación Nº 8812916, de fecha 14/03/18, se expide el Sr. Procurador General, quien opina que el recurso debe rechazarse, por improcedencia formal, atento que no está dirigido contra una sentencia definitiva ni equiparable a tal. Asimismo, considera que tampoco es procedente si se analiza el fondo de la cuestión, y en honor a la brevedad se comparten los argumentos vertidos por el Señor Fiscal de Cámara y se dan por reproducidos. 

4) Del análisis de las constancias de autos, se observa que el recurso ha sido interpuesto y fundado en término, encontrándose el recurrente exento del pago del depósito (art. 431 del CPCrim.). Sin embargo, se advierte que no se cumple con la exigencia prevista en el art. 426 del C.P.Crim., que establece como requisito insoslayable de procedencia de la vía de excepción intentada, que: “El recurso procederá contra sentencias o resoluciones definitivas de las Cámaras de Apelaciones”.
Que la nota de definitividad queda patentizada “cuando se decide de modo final sobre la existencia o suerte del derecho de fondo”  (LL t.1996, p.1120). 

Conforme este criterio,  se requiere que el pronunciamiento que motiva la controversia recaiga sobre el asunto principal objeto del litigio, condenando o absolviendo al demandado y que, de quedar firme, producirá cosa juzgada. Por consiguiente las decisiones de otra índole no son susceptibles de este recurso, salvo que produzcan el efecto de aquellas, finalizar la litis principal haciendo imposible su prosecución.
Consecuentemente  con lo expuesto, el recurso interpuesto solo procede  contra los pronunciamientos definitivos, y el auto interlocutorio que resuelve no hacer lugar a la prescripción planteada y a lo solicitado subsidiariamente en referencia a la declaración de extinción de la acción por insubsistencia, no tiene tal naturaleza, correspondería por lo tanto desestimar el planteo del recurrente.- 

5) Ahora bien, la defensa de Claudio Ernesto Milone y Roberto Augusto Castro planteó la afectación a la cláusula constitucional del derecho de todo justiciable a ser juzgado dentro de un plazo razonable y sin dilaciones indebidas, conforme lo prescriben los artículos 18 y 75 inciso 22 de la CN; artículos 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 14.3.c del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y art. 25 de la Declaración Americana de Derechos Humanos, por lo que corresponde el análisis de este agravio.

Ello así, pues su desconocimiento podría traer aparejado el incumplimiento del Estado Argentino de sus compromisos asumidos ante la comunidad internacional al ratificar los tratados antes citados. Así lo ha entendido la Corte Suprema de Justicia de la Nación al afirmar in re “Cuatrin, Gladys María y otros s/contrabando-causa nº 146/91 B” que “…el instituto de la prescripción de la acción penal tiene una estrecha vinculación con el derecho del imputado a un pronunciamiento sin dilaciones indebidas (Fallos: 322:360, esp. disidencia de los jueces Fayt, Bossert, Petracchi, Boggiano y 323:982), y que dicha excepción constituye el instrumento jurídico adecuado para salvaguardar el derecho en cuestión…” (Considerando 7º).

Sentado lo anterior, y analizando los fundamentos del recurso en estudio conjuntamente con las constancias y antecedentes de la causa, considero que efectivamente, no ha operado la prescripción de los delitos por los cuales se encuentran imputados los Sres. Roberto Castro y Claudio Milone. 

Respecto del primero, está imputado por el delito de robo calificado por el uso de arma de fuego, previsto en el art. 166 inc. 2 del Cód. Penal, que prevé una pena máxima de quince años para dicho delito. Desde el decreto de citación a juicio de fecha 22/06/10 (actuación Nº 188488) hasta la fecha en que se solicitó la declaración de extinción de la acción por insubsistencia (17/08/17) no transcurrió el plazo que establece el Cód. Penal en su art. 62,  para que opere la prescripción. 

Lo mismo ocurre con el imputado Sr. Claudio Milone, a quien se lo acusa del delito de encubrimiento calificado, art. 277 inc 3º  Cód. Penal, que prevé una pena máxima de seis años. Con fecha 22/06/10 se dictó el decreto de citación a juicio, que interrumpió la prescripción a su respecto. Luego esta persona obtuvo en fecha 20/10/10 la suspensión del juicio a prueba, la que le fue revocada en fecha 18/05/12. Durante el tiempo de la suspensión del juicio a prueba, se suspendió la prescripción de la acción penal (Art. 76 ter del C.Penal). A la fecha de solicitarse la extinción de la acción por insubsistencia (17/08/17), no  transcurrió el plazo que establece el Cód. Penal en su art. 62,  para que opere la prescripción.

Ahora bien, debo destacar que con fecha 27/07/17 se fijó fecha de realización del debate oral (actuación Nº 7562563) para los días 11 al 15 de septiembre del año 2017, (el que no tuvo lugar por el planteo de la defensa), y que constituye un acto procesal cuya finalidad es mantener viva la acción penal, en aras de la realización del debate. Es decir que la causa se encuentra en un avanzado estado procesal en el que al tribunal de juicio sólo le resta expedirse acerca de la admisibilidad de la prueba, celebrar la audiencia de debate y finalmente, dictar una sentencia absolutoria o condenatoria que ponga fin al conflicto planteado.

En tal sentido, la jurisprudencia ha dicho que: “Tanto el auto de citación a juicio como el de fijación de la audiencia de debate son actos procesales que a la luz de lo dispuesto en el art. 67 inc. d del C.P., por su entidad, resultan procesalmente equiparables. (1) En consecuencia, si desde que se dispuso la primera citación de las partes a juicio en los términos del art. 354 del CPPN y desde que se fijó por primera vez la audiencia de debate no ha transcurrido el tiempo de pena máxima establecida para el delito investigado, la acción penal no se ha extinguido. (del voto en disidencia del Dr. Hornos).” (Cfr. CFed. Cas.Pen., Sala IV, 28/02/2011, “Clariá, Enrique Luis y otro s/recurso de casación”, c. 13.153, reg. 14531.4, Diez Ojeda, Hornos (en disidencia), González Palazzo. En El Código Penal y su interpretación den la jurisprudencia, Edgardo Alberto Donna, 2º ed. Ampliada y actualizada, Tomo I, Págs. 564/65, Ed. Rubinzal-Culzoni).
Con respecto a la teoría de la insubsistencia de la acción penal, en el fallo « Mozzatti » (Fallos 300:1102 ), nuestra Corte Suprema decidió la prescripción de la acción penal para poner fin a un proceso eternizado, y creó pretorianamente una causa de invalidez, que denominó "insubsistencia", por la cual los actos procesales realizados cuando está excedido lo que puede considerarse como tiempo normal del proceso, tienen que ser declarados inoperantes, lo que puede dar origen a la prescripción de la acción al desbaratar a la secuela del juicio; puesto que tal insubsistencia se motiva exclusivamente en la idea de que los actos procesales resultan "defectuosos" por haber sido realizados fuera de los límites razonables de duración del proceso, es decir, cuando ya el mismo tendría que encontrarse resuelto (Creus, Carlos, "El principio de celeridad como garantía del debido proceso en el sistema jurídico-penal argentino", LL 1993-B, secc. doctrina, p. 894, citado en “Algunos aportes para comprender el alcance de la expresión « PLAZO RAZONABLE » en Argentina, http://www.diariojudicial.com/nota/19955, acceso 23/05/17). 

Considero que el planteo defensista no puede ser receptado, en virtud de que en la presente causa no se advierten -ni demuestra el recurrente- razones que permitan inferir que la duración del proceso pueda ser calificada de excesiva y no se advierte desidia o inactividad por parte de los órganos intervinientes en el tratamiento de esta cuestión, tal que configure un avasallamiento de las garantías que la Constitución Nacional y los Tratados Internacionales de Derechos Humanos otorgan a toda persona. Se ha sostenido que no todo proceso penal prolongado caerá en la categoría de proceso que ha excedido el plazo razonable de duración, pues en tanto la prolongación tribute a la complejidad y dimensión del mismo o a cuestiones ajenas a la labor y diligencia de las autoridades judiciales, ella no califica como excedida del plazo razonable. La razonabilidad de la extensión del proceso en el tiempo habrá de evaluarse contemplando las circunstancias de su desarrollo en cada caso y será a su vez la pauta rectora para establecer si tal extremo se verifica. Imme Roxin ha definido al plazo razonable del proceso como: "aquél que los órganos de persecución penal necesitan para lograr, en permanente impulso de la causa, los objetivos del proceso penal  averiguación de la verdad y restablecimiento de la paz jurídica alterada, de la manera más completa posible". (En La dilación indebida del proceso y la determinación de la pena, Leandro Aníbal Ardoy, en www.academia.edu/9259332, acceso 23/05/18) 

Este criterio fue expresado por este Alto Cuerpo en los autos: “MORALES, SEGUNDO AGUSTÍN -DCIA. APREMIOS ILEGALES s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP PEX 68164/9.- STJSL-S.J. – S.D. Nº 091/17 de fecha 19/10/17. 

Cierto es que su determinación se efectuará de acuerdo a las circunstancias especiales de cada caso analizadas sistemáticamente, pero tal definición resulta al menos orientadora. (SCBA “Romero, Carlos Fabián, robo”, causa P. 94.754, fecha 15/07/2009, en www.defensapublica.org.ar, acceso 23/05/17). 

Se ha sostenido también que el mero transcurso del tiempo no constituye una pauta que por sí sola permita la declaración de insubsistencia de la acción penal, debiendo ser analizada dicha circunstancia con sujeción a los estándares establecidos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos sobre este tópico junto con los siguientes parámetros a saber: a) la complejidad del asunto, b) la actividad procesal del interesado y c) la conducta de las autoridades judiciales, los que deben ser analizados en forma global y en relación a las concretas constancias de la causa. (Flores, Adrián Claudio s. Recurso de casación /// CFCP Sala IV; 04/05/2016; Rubinzal Online; 76001480/1999; RC J 2535/16, en http://www.rubinzalonline.com.ar/index.php, acceso 23/05/18.

De esta manera, la falta de definitividad del decisorio atacado, como el hecho de que los agravios en lo sustancial no pueden ser receptados, atento la doctrina fijada en casación por este Superior Tribunal de Justicia en los autos referenciados supra, resultan determinantes a los efectos de rechazo del Recurso de Casación interpuesto en autos.

Por lo expuesto, VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la NEGATIVA.

A LA SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión precedente, no corresponde su tratamiento. ASÍ LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a estas SEGUNDA y TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Que atento como han sido votadas las cuestiones anteriores, corresponde rechazar el Recurso de Casación interpuesto. ASÍ LO VOTO.-

Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Sin costas por no corresponder ASÍ LO VOTO.-
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN. 
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, dieciséis de agosto de dos mil dieciocho.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar el recurso de casación interpuesto.-
II) Sin costas.-

                                                                                                                        ///…

///… 
La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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